PROYECTO DE COMUNICACIÓN
La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, solicite a la Empresa Provincial de la Energía se deje sin efecto el aumento tarifario a los usuarios residenciales hasta tanto no se cumplimente con lo establecido en la Ley Nacional Nº 24.240, en particular en lo referente a la información que debe recibir el usuario, previo a la modificación de las condiciones de prestación del servicio.
Sr. Presidente:

Fundamentos.

En los últimos días se ha conocido –siempre a través de informaciones periodísticas-, que la Empresa Provincial de la Energía, E.P.E., realizaría un aumento de tarifas sin estar debidamente establecido, a partir de que fecha regirían, ni los valores precisos de los mismos para cada una de las categorías.

En la edición del diario La Capital de fecha 1/10/04 se indica:

“Tarifas. Comercios y pequeñas industrias tendrán un aumento promedio de 15%, empresas medianas 27% y grandes 30%. Los usuarios residenciales de la EPE pagarán subas de hasta el 8 por ciento. Los nuevos valores rigen desde el 1º de septiembre. Los aumentos son superiores a los fijados por privatizadas.”

La Empresa Provincial de la Energía (EPE) finalmente anunció las proporciones del aumento de la tarifa eléctrica que comenzó a regir desde el 1º de septiembre y se empieza a pagar en los próximos días, según el régimen de facturación. Luis El Halli Obeid, titular del organismo, dijo ayer que el incremento es de entre un 3 y 8% para los usuarios el sector residencial; un 15% promedio para los comercios e industrias con pequeñas demandas y factura bimestral; un 27% las autoridades públicas (ministerios y dependencias estatales) y medianas demandas (facturas mensuales) y un 30% para los grandes consumidores.
Obeid justificó el aumento por el alto impacto en los costos de la generación de energía, que en un gran porcentaje se produce con gas. "Ya no se podía sostener más esta situación dado que el gas necesario para generar la energía eléctrica aumentó un 300%", indicó.
De todos modos, las privatizadas Edenor, Edesur y Edelap tendrán aumentos menores a los de la EPE, ya que los clientes residenciales con consumos hasta 600 kilovatios bimestrales sufrirán sólo una variación del 1,5%. Todo ello a pesar de que la provincia tiene las tarifas más altas para este segmento de usuarios.
Para calmar a su clientela la EPE explicó que en las tarifas residenciales el promedio del incremento será menor a medida que se registre mayor consumo. Se da como ejemplo que en las casas de familia donde se consumen 250 kw/h el gasto que venía siendo de 51 pesos se elevará a 55, en tanto que donde se consumen 450 kw/h de los 101 pesos que venían abonándose se pasará a 105 pesos. Así, los que menos consumen sufrirán un aumento del 8%, mientras que para los otros será del 4%. En tanto, quienes superen los 800 kw/h y pagaban una boleta de 190 pesos pasarán a 188 porque el sobrecosto de 0,019 se fija en 0,018.”
Por otra parte el vespertino Diario El Litoral de fecha 30/09/04 reflejaba lo siguiente:

“Está definido el aumento de las tarifas energéticas”
Los nuevos valores comenzarán a regir a partir de octubre. El aumento para usuarios residenciales será aproximadamente del 3,5%. Desde el 17 de octubre se modificará el huso horario en la provincia.
La Empresa Provincial de la Energía confirmó que, "por primera vez en 12 años", modificará su cuadro tarifario en forma completa y de manera "significativa", al registrarse un aumento estacional sancionado por la Secretaría de Energía de la Nación para la totalidad de los usuarios.

Es que en el pasado se produjeron otros incrementos en los costos que la EPE paga para comprar la energía, pero éstos fueron absorbidos por la empresa.

El incremento "en el costo" de la electricidad para la EPE es ahora de 9,5 % para el sector residencial, 53 % para comercios e industrias, 44 % para medianas demandas y autoridades públicas y 36 % para grandes clientes.

Esta mañana, el propio interventor de la EPE, Luis El Halli Obeid, confirmó en diálogo con la prensa que la medida "afectará a los grandes demandantes y también a los pequeños comercios e industrias, y a los residenciales".

El funcionario explicó que la idea de la EPE es "trasladar a los usuarios aproximadamente un tercio" del aumento real que la empresa tiene que pagar. De esta forma, los residenciales tendrán un aumento de "3 puntos y medio, aproximadamente"; los comercios e industrias con pequeñas demandas y factura bimestral "entre un 12 y un 16 %"; las autoridades públicas (ministerios y dependencias estatales) "alrededor de un 22 a 27 %", idéntico porcentaje (27 %) se aplicará a "las medianas demandas (aquellos que ya tienen la factura mensual)", y "cerca del 30 % a los grandes consumidores".

El Art. 42º de la Constitución Nacional, consagra que “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a la información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de usuarios y consumidores.”

Por otra parte el Art. 25º de la Ley Nº 24.240, prescribe “Las empresas prestadoras de servicios públicos a domicilio deben entregar al usuario constancia escrita de las condiciones de la prestación de los derechos y obligaciones de ambas partes contratantes. Sin perjuicios de ello, deben mantener tal información a disposición de los usuarios en todas las oficinas de atención al público.

Las empresas prestatarias de servicios públicos domiciliarios deberán colocar en toda facturación que se extienda al usuario y en las oficinas de atención al público carteles con la leyenda "Usted tiene derecho a reclamar una indemnización si le facturamos sumas o conceptos indebidos o reclamamos el pago de facturas ya abonadas. 
Los servicios públicos domiciliarios con legislación específica y cuya actuación sea controlada por los organismos que ella contempla, serán regidos por esas normas, aplicándose la presente ley supletoriamente.”

En consecuencia, el aumento que se pretende establecer violenta claramente el principio de información adecuada y veraz, y la obligación de la prestadora de brindar constancia escrita de las condiciones de prestación, de la cuales las tarifas, de hecho son una parte fundamental.

Por otra parte perjudica en sus intereses económicos a los usuarios, en virtud que al desconocer el impacto real del costo del aumento, no puede efectuar previsiones, y tomar medidas que lo ayuden a morigerara le impacto del mismo. 

En consecuencia entendemos que este aumento no puede ser puesto en práctica, sin afectar los derechos adquiridos de los usuarios, hasta tanto no sean notificados los nuevos cuadros tarifarios, de manera fehaciente a cada unos de ellos, y de una manera sencilla y con ejemplos que le permitan comprender los verdaderos alcances de los mismos. 

Como si esto fuera poco, de ser cierta la información de que el aumento es a partir del 1º  de Septiembre, la vulneración de los derechos adquiridos por los usuarios es manifiesta. La tarifa pactada al momento de realizar el consumo, no puede ser modificada y conculcado de manera retroactiva un derecho adquirido por los usuarios.

Es necesario destacar que la jurisprudencia de nuestro Más Alto Tribunal ha forjado un principio rector en la materia, el cual expresa que: “El principio de que las leyes no son retroactivas emana solamente de la propia ley -el Código Civil- y carece, por ende, de nivel constitucional; pero cuando la aplicación retrospectiva de una ley nueva priva a alguien de algún derecho ya incorporado a su patrimonio, el principio de la irretroactividad asciende a nivel constitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad, consagrada en el artículo 17”. (C.S.J.N. Fallos 137:47, Consid. XIII).

Por ello, si bien la ley puede ser retroactiva sin ofender a la Constitución Nacional, nunca podría respetarla si dicha retroactividad cercena un derecho incorporado al patrimonio, enervando así el derecho constitucional mencionado. Como enseña Bidart Campos: “…el derecho constitucional se preocupa por descubrir cuándo la retroactividad se torna inconstitucional, para prohibirla o enervarla, y no sólo respecto de las leyes, sino de cualquier norma o acto” (Tratado de Derecho Constitucional Argentino, T° 1, Ed. Ediar, 1995).

En consecuencia, si el principio superior de la irretroactividad, rige para las leyes, cuanto más debe aplicarse para cualquier norma o acto de rango menor, como lo es una modificación de un cuadro tarifario de una empresa prestadora de servicios públicos.

Finalmente, señalamos como antecedentes del presente proyecto, la presentación realizada por la Organización de Defensa de los Derechos de Usuarios y Consumidores, ADELCO FILIAL SANTA FE, quien ha promovido una formal impugnación de estos aumentos ante el Defensor del Pueblo de la Provincia. 
Por los argumentos expuestos anteriormente y entendiendo que los mencionados actos administrativos afectan en forma grave, lesionan, restringen, alteran y amenazan con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta los derechos y garantías que les corresponden y poseen todos los usuarios del servicio, especialmente los Derechos y Garantías contemplados para la protección y defensa de los Consumidores y Usuarios (Art. 42 C.N), es que solicitamos a nuestros pares nos acompañen en la aprobación del presente proyecto.                                                            
